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Conforme a su naturaleza jurídica peculiar, consagrada en texto expreso de la Constitución Política, la Universidad de Costa Rica no es ente descentralizado, ni institución autónoma, en el sentido estricto de estos términos. Tampoco forma parte del Estado-persona. La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios.


El carácter de institución pública de la Universidad de Costa Rica no implica que inexorablemente tenga que ser institución descentralizada, institución autónoma o institución estatal. Cada una de estas nociones admite distintos significados. En estas líneas se intenta llegar a alguna aproximación al respecto. Es necesario precisar estas nociones porque, como se expone más adelante, la Universidad de Costa Rica en sentido propio y exacto no se enmarca en alguno de esos conceptos. Tales categorías conceptuales no excluyen la posibilidad de que existan otras y de que, dentro de estas otras, pueda encontrarse alguna que se adecúe correctamente —sin desnaturalizarla— a la índole jurídica peculiar de la Universidad de Costa Rica y, en consecuencia, también a las de la Universidad Nacional, del Instituto Tecnológico de Costa Rica y de la Universidad Estatal a Distancia.

La naturaleza jurídica propia de la Universidad de Costa Rica emana del mismo texto de la Constitución Política. En el año 1949, al establecerse la estructura de Costa Rica como República democrática, libre e independiente,
 se le dotó de un Gobierno ejercido por tres Poderes distintos e independientes entre sí; se agregó luego un Tribunal Supremo de Elecciones, con rango e independencia de los Poderes
 y, desde un inicio, se otorgó a la Universidad de Costa Rica la categoría de institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones.
 En la Constitución Política también se ha hecho mención expresa de dos instituciones autónomas: Patronato Nacional de la Infancia
 y Caja Costarricense de Seguro Social
 y también, en términos generales, de las Municipalidades.
 


Del Patronato Nacional de la Infancia no se expresó más que era una institución autónoma, sin precisarse los alcances de tal autonomía. Esta institución autónoma, mencionada en la Constitución pero no creada por ella (ya que había sido creada por una Ley anterior), quedó regulada por las normas generales establecidas en el texto constitucional.
 Estas disposiciones generales fueron objeto de una profunda modificación en el año 1968 mediante la cual se restringió notablemente los alcances de la autonomía de las instituciones, lo cual incidió en el régimen legal aplicable al Patronato Nacional de la Infancia.


La Caja Costarricense de Seguro Social no estaba mencionada de modo expreso en el texto aprobado por la Asamblea Nacional Constituyente. Fue introducida con posterioridad. No fueron determinados los alcances específicos de su autonomía, por lo que también quedó regulada por las disposiciones generales.

En el caso de las Municipalidades, la Constitución Política estableció una figura genérica que originaría las distintas instituciones específicas en cada una de las divisiones territoriales denominadas cantones.

Al ser establecida la Universidad de Costa Rica en la Constitución Política de 1949, no solo se le mencionó —dándole relevancia constitucional— sino que se le definió como institución de cultura superior, se le otorgó independencia para el ejercicio de sus funciones, se le dotó de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones y para darse su organización y gobierno propios. Al mismo tiempo, se estableció que el Estado la dotaría de patrimonio propio, le crearía rentas necesarias y contribuiría a su mantenimiento.


a)
Las instituciones descentralizadas

Con frecuencia se interpreta el concepto de instituciones descentralizadas en forma negativa o residual, es decir, como el conjunto de instituciones públicas que no se encuentran comprendidas dentro del gobierno central. En términos elementales, descentralizado sería, por oposición, aquello que en algún momento anterior estuvo centralizado, pero que ya no lo está.
 El ente descentralizado se entiende como una rama desgajada del tronco que llega a adquirir cierta vida propia, que en momentos anteriores estaba formando parte del tronco. El Gobierno de la República, mediante el Poder Legislativo, realiza actos de descentralización al crear —por ley— entes separados del Poder Central, a los que dota de especiales competencias, de patrimonio propio y de personalidad jurídica. 


Conforme a este razonamiento, sería descentralizado todo aquello que no estuviese centralizado. Se estaría incluyendo dentro de un conjunto genérico único a un grupo de instituciones, cuya naturaleza propia no tiene por qué ser similar. Lo único que tendrían de común estas instituciones sería el hecho (negativo) de no estar incorporadas dentro del poder centralizado. De este aspecto común —de carácter negativo— no se puede inferir válidamente la existencia de una naturaleza jurídica común, ni la aplicación de un régimen jurídico similar. Por el hecho de que la Universidad de Costa Rica no forme parte del gobierno central de la República no se le puede asimilar a, ni confundir con, las denominadas instituciones descentralizadas. La clasificación de los órganos e instituciones públicos no tiene por qué quedar reducida a una de dos únicas categorías: centralizada o descentralizada. ¿Qué impide que puedan encontrarse una o más categorías conceptuales adicionales? El razonamiento humano no está sujeto a simples sistemas binarios, admite otras múltiples posibilidades.

Es interesante observar que en nuestro país, hasta 1968, el conjunto de las instituciones públicas descentralizadas era considerado frecuentemente como un cuarto poder. La “descentralización” operaba legal, política y administrativamente no solo para la gestión de estas instituciones, sino también para las decisiones políticas. Se afirma que eso constituyó un obstáculo a la mayor parte de los Gobiernos en el cumplimiento de sus metas políticas y que generó un proceso tendiente a obtener una mayor coherencia o coordinación entre las políticas estratégicas de gobierno: las centrales (órganos legislativo y ejecutivo) y las desconcentradas políticamente (juntas directivas o directorios). A partir de 1968 se buscó también cómo coordinar en mejor forma los planes, programas y proyectos institucionales con aquellos otros que globalmente se elaboran en el Gobierno Central.
 Si bien la autonomía original de las instituciones descentralizadas no desapareció por completo, es decir, no quedó totalmente absorbida por el sistema centralizado de gobierno, no cabe duda de que tal autonomía quedó notablemente disminuida. Una autonomía controlada por el gobierno centralizado pasa a ser una autonomía inexistente o notablemente debilitada. Tal autonomía quedó relegada al estrecho ámbito de lo puramente administrativo.

Como puede verse, las nociones de Gobierno Central y de instituciones descentralizadas se enmarcan dentro de la planificación del desarrollo. Todos estos órganos e instituciones quedaron vinculados a lo que inicialmente fue la Oficina de Planificación y, luego, al Ministerio de Planificación. La Universidad de Costa Rica nunca ha estado incluida dentro de los planes nacionales de desarrollo debido a su independencia y a su capacidad jurídica plena para darse su organización y gobierno propios.


La Constitución Política de 1949 estableció, de modo originario y fundamental, la estructura del Estado costarricense. En lo que respecta a la Universidad de Costa Rica, la Constitución Política modificó radicalmente la anterior naturaleza jurídica que le correspondía conforme a su Ley Orgánica y elevó su categoría de institución de cultura superior a un rango constitucional.
 A partir del nuevo régimen jurídico establecido por la Constitución Política de 1949 la Universidad de Costa Rica quedó separada e independizada del Gobierno Central, lo cual no significa que sea una institución opuesta o contrapuesta al Gobierno. Aunque la Universidad de Costa Rica fue creada por ley en 1940, su actual naturaleza jurídica —institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de capacidad jurídica plena— proviene directamente de la Constitución Política de 1949.


Al estructurarse el Estado, de modo originario por la Asamblea Nacional Constituyente, no se “descentralizó” a la Universidad de Costa Rica, es decir, no se le desprendió del “poder centralizado”. A partir del 8 de noviembre de 1949, la estructura vigente del Gobierno de la República no es anterior a la Universidad de Costa Rica, a la que se dotó de independencia en la Constitución. 


La estructura actual del Gobierno y la estructura actual de la Universidad de Costa Rica surgieron coetáneamente: se originaron al mismo tiempo en el texto de la misma Constitución Política. El Gobierno no es un prius del que se hubiera “descentralizado” la Universidad de Costa Rica. En la actualidad, la Universidad de Costa Rica tampoco es un posterius procedente del poder centralizado.
 

Conforme a su peculiar naturaleza jurídica actual, la Universidad de Costa Rica no fue creada por el legislador. No tuvo su origen —de acuerdo a su actual naturaleza— en una ley, mediante la cual la Asamblea Legislativa, definiendo o limitando las atribuciones del Estado costarricense, hubiese generado o creado a esta institución de cultura superior. Fue la Asamblea Nacional Constituyente la que otorgó a la Universidad de Costa Rica su especial índole jurídica actual. Debe tomarse en consideración que en la Constitución Política no solo se le mencionó expresamente, sino que se le estableció un ámbito propio de competencia calificado en forma especial por habérsele dotado de independencia y de capacidad jurídica plena. Ni el Estado, ni el órgano legislativo, pueden intervenir, directa ni indirectamente, en la organización o en el gobierno de la Universidad de Costa Rica: una norma legal o reglamentaria emanada de la Asamblea Legislativa o del Poder Ejecutivo no podría tener incidencia en la organización o gobierno universitarios. Admitir lo contrario implicaría aceptar una grave violación a la garantía constitucional de la independencia funcional y de la capacidad jurídica plena otorgadas a esta institución de educación y cultura superiores.

Algo similar ocurre con respecto a las otras tres universidades públicas: Universidad Nacional, Instituto Tecnológico de Costa Rica y Universidad Estatal a Distancia. Aunque fueron creadas inicialmente por disposiciones legales, posteriormente se les incluyó en el texto de la Constitución Política, con la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica.
 El alto rango jurídico otorgado, aunque provino de la Asamblea Legislativa, emanó —no del Poder Legislativo— sino del Poder Constituyente derivado. Ninguna de las cuatro universidades públicas puede ser considerada, en sentido propio, como institución descentralizada. No proceden de ningún proceso descentralizador. Provienen, como instituciones de cultura y educación superiores, del texto expreso de la Constitución Política y ocupan en él, y en la organización o sistema establecido por la norma fundamental, una especial ubicación que nadie puede desconocer.


Diferente sucede con la Caja Costarricense de Seguro Social y con el Patronato Nacional de la Infancia que, aunque mencionados expresamente en el texto constitucional, sí se encuentran sujetos a las regulaciones legales y reglamentarias debido a que no poseen independencia para darse su propia organización y gobierno.
 En tal sentido, la Caja continúa regulándose legalmente por su Ley Constitutiva,
 aunque tenga a su cargo la administración y el gobierno de los seguros sociales, y el Patronato también continúa regido por su Ley Orgánica.
 La incorporación de ambas instituciones en el texto de la Constitución implica que no podrían ser eliminadas mediante la promulgación de una ley, como tampoco podrían ser privadas de sus funciones por disposición legal, es decir, no podrían ser vaciadas de su contenido normal, pero ello no impide que por ley sea posible regular sus funciones, estructura o gobierno. 


Antes de que entrase en vigencia la Constitución Política de 1949, la Universidad de Costa Rica sí podía haber sido considerada como una institución descentralizada del Gobierno. Fue creada por Ley número 362 del 26 de agosto de 1940.
 Aunque se le dotaba de autonomía y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, se le atribuían funciones exclusivas, reguladas por las disposiciones legales pertinentes,
 y además el Secretario de Estado en el Despacho de Educación Pública presidía la Asamblea y el Consejo
 y sus Estatutos y Reglamentos debían ser homologados por la Secretaría de Educación Pública y publicados en el Diario Oficial.
  También se disponía que los presupuestos de la Institución debían ser enviados al Centro de Control y a la Secretaría de Educación Pública y que los giros por sueldos u otros gastos necesariamente debían ser refrendados por el Centro de Control.


Como se puede constatar, el grado de autonomía proveniente de la Ley Orgánica de la Universidad era muy relativo y no existía, por tanto, un verdadero régimen de independencia en el desempeño de sus funciones propias.


La dependencia o subordinación en que se encontraba la Universidad de Costa Rica con respecto al Gobierno de la República antes de poseer el status peculiar conferido por la Constitución Política, se muestra también en el Código de Educación, que repitiendo casi literalmente el texto de la Ley Orgánica, también sometía la actividad y el gobierno universitarios a las leyes.
 


Muy diferente fue la naturaleza jurídica que le correspondió a la Universidad de Costa Rica conforme al texto de la Constitución Política: institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios.
  

Es muy significativo que, más o menos recientemente, en el artículo 1º de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos,
 por una parte, no se hubiese hecho referencia a las instituciones autónomas y, por otra, se hubiese ubicado a la Universidad de Costa Rica y a las otras Universidades públicas en una categoría diferente a la de las instituciones descentralizadas, distinguiendo y separando a unas de otras. Tal norma dispuso que dicha ley será aplicable a:

a) La Administración Central, constituida por el Poder Ejecutivo y sus dependencias.

b) Los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias y órganos auxiliares, sin perjuicio del principio de separación de Poderes estatuido en la Constitución Política.

c) La Administración Descentralizada y las empresas públicas del Estado.

d) Las universidades estatales, las municipalidades y la Caja Costarricense de Seguro Social, únicamente en cuanto al cumplimiento de los principios establecidos en el título II de esta Ley, en materia de responsabilidades y a proporcionar la información requerida por el Ministerio de Hacienda para sus estudios. En todo lo demás, se les exceptúa de los alcances y la aplicación de esta Ley.


El proyecto de esta Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos fue objeto de una consulta legislativa de constitucionalidad. En el texto original del inciso d) del artículo 1º se mencionaba únicamente a las universidades estatales y a las municipalidades. La Sala Constitucional, al resolver esta consulta
, con una frase algo curiosa estimó contraria a la Constitución “… la no exclusión de la Caja Costarricense de Seguro Social en los términos del artículo 1º inciso c) del Proyecto”. Por esta razón quedó incorporada la Caja al inciso d), correspondiente a regímenes particulares.

La descentralización administrativa, conceptuada desde la planificación gubernamental, queda muy vinculada y casi identificada con la desconcentración política. Conforme a esta última, las Juntas Directivas o Directorios de las instituciones deben ser considerados como organismos del Poder Ejecutivo central, porque sus miembros son designados por éste, indistintamente de las diferentes formas para su escogencia, de la participación de propuestas de grupos particulares de la comunidad y de la relativa independencia con que puedan actuar en la aplicación de las políticas nacionales en el ámbito de la institución en particular.
 La reducción o la pérdida de la autonomía de gobierno, motivada por la implantación de los planes económicos de desarrollo, ha llevado en la práctica a convertir las instituciones autónomas en simples órganos desconcentrados del gobierno.


Una distinción similar a la de la Ley de Administración Financiera también está establecida en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República
 que, en el párrafo segundo de su artículo 8, dispone que forman parte de la Hacienda Pública los recursos administrados por entes públicos no estatales que hayan sido transferidos o puestos a su disposición por los Poderes del Estado, sus dependencias y órganos auxiliares, el Tribunal Supremo de Elecciones, la administración descentralizada, las universidades estatales, las municipalidades y los bancos del Estado. En esta norma legal también se había hecho esa importante distinción y separación de conceptos entre administración descentralizada y Universidades estatales. 


Al analizar la figura de la Administración estatal como persona jurídica, desde el punto de vista del Derecho español —pero con aplicación similar a nuestro país—, se ha escrito que 

“… Es una personalidad jurídica originaria, no derivada, quiere decirse, no creada por ningún otro sujeto, ni dependiente de la voluntad de cualquier otro, lo cual la diferencia de las demás Administraciones menores, que deben su personificación precisamente a otra Administración o eventualmente a la Ley. Este carácter originario no quiere decir que la Administración estatal haya surgido de la nada, o que participe del atributo divino de no ser creada, sino mucho más simplemente, que surge jurídicamente de la Constitución como acto fundacional de un ordenamiento”. 


Las denominadas Administraciones menores dependen, en algún sentido, de la voluntad del Estado. En el caso que aquí interesa, la Universidad de Costa Rica posee una existencia y una capacidad jurídicas que surgen, originariamente, del propio texto de la Constitución Política. Ninguna otra institución pública —con excepción de las otras Universidades públicas— ostenta características similares. La Universidad de Costa Rica goza de independencia para el desempeño de sus funciones, es decir, no está sujeta a dependencia de la Administración estatal ni tampoco de la Asamblea Legislativa.

El hecho de que el Estado-persona se desprenda de determinadas competencias y las asigne a un ente nuevo, o que haga nacer competencias antes inexistentes y las asigne a determinado sujeto, es algo totalmente diferente del hecho de que la Asamblea Nacional Constituyente hubiera decidido una originaria distribución de competencias y las asignara a determinada institución pública, como es la Universidad de Costa Rica. 


Este mismo razonamiento no podría ser aplicado a la Caja Costarricense de Seguro Social ni al Patronato Nacional de la Infancia, porque estas dos instituciones sí son Administraciones menores, por cuanto están subordinados a las normas legales y disposiciones reglamentarias emanadas de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, así como también se encuentran sometidas a los planes nacionales de desarrollo.


b)
Las instituciones autónomas

En la Constitución Política no se hace referencia a las instituciones descentralizadas o del sector descentralizado, sino a las instituciones autónomas. Dispone el artículo 189 que

“Son instituciones autónomas:

1) Los bancos del Estado;

2) Las instituciones aseguradoras del Estado;

3) Las que esta Constitución establece, y los nuevos organismos que creare la Asamblea Legislativa por votación no menor de dos tercios del total de sus miembros.”

Esta norma de la Constitución Política no ha creado las instituciones autónomas. Los Bancos del Estado han sido creados por disposición legal
 y pueden ser suprimidos, también, mediante norma legislativa.
 Tampoco la Constitución Política ha creado al Instituto Nacional de Seguros, ni a la Caja Costarricense de Seguro Social, ni al Patronato Nacional de la Infancia, aunque a estas dos últimas las califica como instituciones autónomas. No las crea, sino que las establece como tales, en forma expresa.
 


La Constitución Política no clasificó a la Universidad de Costa Rica como institución autónoma, sino que la creó —aquí sí cabría el término— como “institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones”. La dotó, además, de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios, mientras que a las instituciones autónomas les otorgó únicamente independencia administrativa y las sujetó a la ley en materia de gobierno.
 La Universidad de Costa Rica no solo quedó establecida en el texto de la Constitución, sino que se le confirió un especial status jurídico de independencia funcional y de capacidad jurídica plena.

También, con respecto a las instituciones autónomas, la Constitución Política prohibió que sus gerentes pudiesen ser diputados, o inscritos como candidatos a ello;
 impidió a los diputados aceptar cualquier cargo o empleo en las instituciones autónomas;
 no permitió a los directores o gerentes de instituciones autónomas fueran elegidos Presidente o Vicepresidente de la República.
 Por otra parte, corresponde al Consejo de Gobierno nombrar a los directores de las instituciones autónomas cuya designación corresponda al Poder Ejecutivo
, las instituciones autónomas deberán elaborar su presupuesto ordinario en forma semejante al de la República
 y quedan obligadas a efectuar sus contratos mediante licitación.


La Universidad de Costa Rica, y las otras instituciones estatales de educación superior, no están afectadas por prohibiciones para que sus funcionarios puedan ser elegidos como diputados, Presidente o Vicepresidente de la República. Los diputados carecen de impedimento para ser catedráticos en la Universidad de Costa Rica.
 El Consejo de Gobierno no nombra a los miembros del Consejo Universitario. La Universidad de Costa Rica no se encuentra obligada expresamente a elaborar su presupuesto ordinario en forma semejante al de la República,
 ni está obligada a efectuar sus contratos mediante licitación.
 

En el “proyecto de Constitución Política” elaborado por la Comisión Redactora se incluyó un artículo que formulaba una extensa lista de las instituciones autónomas.
 La Universidad de Costa Rica estaba incluida inicialmente en esa enumeración. Sin embargo, se advirtió que no poseía la autonomía en el sentido que la definía el capítulo, si bien —se afirmó— gozaba de la misma autonomía funcional de las instituciones autónomas, se creyó conveniente luego no equipararla a ellas, por el propio carácter de sus funciones. Además, según el proyecto, la Universidad quedaría incluida en el capítulo de la Cultura y participaría en el nombramiento de los miembros de las Juntas Directivas de las instituciones autónomas.


Cualquier duda acerca de la distinción que hubiera existido entre la autonomía de esas instituciones y la independencia funcional de la Universidad de Costa Rica habría quedado despejada al reformarse el artículo 189 de la Constitución Política. Fue modificado radicalmente el régimen de la autonomía al eliminarse la independencia de gobierno. A partir de entonces, las instituciones autónomas quedaron sometidas a la ley en materia de gobierno.
 Esta reforma afectó profundamente la naturaleza jurídica y la función propia de las instituciones autónomas, pero no alteró la naturaleza peculiar de la Universidad de Costa Rica, que siguió siendo institución de cultura superior con independencia funcional y capacidad jurídica plena para darse su organización y gobierno propios.


El concepto original de instituciones autónomas contenido en el texto original de la Constitución Política, mediante las modificaciones sufridas y por el transcurso del tiempo, ha ido siendo vaciado de contenido. La denominada autonomía administrativa ha sido debilitada y llevada a los campos de una descentralización administrativa vinculada al Poder Central.
 Se ha llegado a la contradictoria noción de descentralización-centralizada, no solamente por la eliminación de la autonomía de gobierno, sino porque, salvo en ciertos casos, los miembros de las Juntas Directivas son designados por el Consejo de Gobierno, al igual que sus Presidentes Ejecutivos.


c)
Las instituciones del Estado

En las anteriores consideraciones se ha hecho notar que la Universidad de Costa Rica no es una institución autónoma del Estado, en el sentido en que esta expresión se aplica a determinados establecimientos que, aunque se les dota de independencia administrativa, se encuentran sujetos a la ley en materia de gobierno. Por otra parte, también se ha destacado que la competencia y las funciones de la Universidad de Costa Rica no se originan en la segregación de un sector que anteriormente hubiese estado formando parte del ámbito asignado al Gobierno central, es decir, la Universidad no es el producto de un proceso de descentralización administrativa. La Constitución Política otorgó a la Universidad de Costa Rica independencia no solo en el ámbito administrativo, sino que le confirió plena capacidad jurídica para darse su organización y su gobierno propios.


No cabe duda de que la Universidad de Costa Rica se ubica dentro del Derecho público, de que es institución pública y de que es institución estatal. Sin embargo, no queda absorbida por el Estado, ni es controlada por el Estado. Esto no significa, en forma alguna, que tenga la naturaleza de ente de Derecho privado.
 Tampoco puede asimilársele a una institución no estatal de Derecho público.
 


La Universidad de Costa Rica posee personalidad jurídica propia, distinta y separada de la del Estado. Goza de independencia en el desempeño de sus funciones peculiares. No tiene carácter de “dependencia” del Estado. No forma parte del Gobierno central. No está subordinada al Estado, ni se encuentra dentro de su estructura, ni tampoco le pertenece en propiedad. La Universidad de Costa Rica es una institución pública que tiene funciones y vida propias. Nada de esto significa que la Universidad de Costa Rica tenga intereses contrarios o contrapuestos a los intereses legítimos del Estado costarricense. Es muy alta la misión confiada a la Universidad de Costa Rica y a las otras Universidades públicas. Conciencia lúcida, conciencia crítica, conciencia moral de la nación, son consecuencia de la permanente e inagotable misión de búsqueda incondicionada de la verdad, que debe informar la cultura superior a la que están llamadas las instituciones universitarias.
 La Universidad es una institución que debe estar orientada esencialmente por la búsqueda libérrima de la verdad. Su alta misión de cultura superior no debería ser rebajada por calificativos de pública o de privada. El origen de la institución universitaria (siglo XII) es muy anterior al surgimiento del Estado moderno (siglo XVI). No obstante, su vinculación al Estado, en vez de constituir una rémora o una cadena, debe significar una garantía de libertad en las actividades universitarias. La búsqueda incondicionada de la verdad tiene tal arraigo en la naturaleza humana que no puede ser aherrojada por el poder arbitrario, ni por los intereses de mercado, ni por el solo interés de índole individual. La verdad siempre acaba venciendo todos esos obstáculos, siempre acaba rompiendo todas esas barreras. La Universidad de Costa Rica, como toda otra verdadera institución universitaria, hunde sus raíces en aquella universidad que ha venido desarrollándose desde hace ocho siglos. Sin vanagloria alguna, la Universidad de Costa Rica se incorpora dentro de la noción genérica de universidad, de carácter mundial o globalizado, y vinculada históricamente con todas las formas y expresiones que ha tenido la institución universitaria a lo largo del tiempo. Por tanto es, y debe ser, heredera de las mejores tradiciones universitarias.


Es importante intentar aclarar a qué se está llamando Estado. Entre las muchas acepciones que admite esta expresión pueden ser mencionadas las siguientes:


a)
En una forma muy amplia, se puede entender el Estado como la comunidad políticamente organizada, con tres elementos esenciales (territorio, población y poder soberano), destinada a crear y a asegurar las condiciones necesarias para el desarrollo del ser humano. Tal noción también se le aplica en cuanto sujeto del Derecho internacional en su relación con otros Estados.
 El Estado, así concebido, abarca todo el territorio y toda la población, sin que ello impida la posibilidad de propiedades pertenecientes a las personas, ni la libertad o autonomía de estas, frente al propio Estado. Es un concepto abstracto que se ubica en una dimensión diferente a la dimensión en que se encuentran las personas concretas: físicas o jurídicas, privadas o públicas. El Estado costarricense, en tal sentido, abarca todo aquello que se encuentre dentro del territorio nacional, sin llegar a absorber o a hacer desaparecer a las personas concretas sometidas a su soberanía. Éstas deben ser reconocidas y respetadas por el Estado, lo mismo que todos sus derechos. El derecho de propiedad privada coexiste con el derecho del Estado costarricense sobre su territorio y debe ser respetado por él. La relación entre la Universidad de Costa Rica y el Estado genérico, así conceptuado, no difiere mayormente de la relación existente entre una persona particular y ese mismo Estado genérico. La Universidad de Costa Rica, en este sentido, está sujeta a todas las disposiciones legales que sean obligatorias o aplicables a cualquier individuo. En tal sentido, le son aplicables las normas del Código Civil, del Código de Comercio, del Código de Trabajo, las normas de orden público propias de los Códigos Procesales, de la legislación sobre construcciones, arrendamientos, salud, etc.


b)
En un sentido más restringido, se entiende como Estado al Gobierno central. La Administración Pública es un concepto más amplio que el de Estado porque comprende tanto al Estado, concebido como Gobierno central, como a los demás entes públicos.
 Estos otros entes públicos (calificados como “menores”), aunque se les enmarque como instituciones autónomas o descentralizadas, ostentan una autonomía o una descentralización muy relativa y notablemente restringida, como ya se ha visto. El proceso de centralización ha ido avanzando y ha ido invadiendo terreno que antes correspondía al sector descentralizado o autónomo. Muestra de ello —aparte de lo que ha sido expuesto— son las atribuciones otorgadas al Presidente de la República para dirigir y coordinar las tareas de Gobierno y de la Administración Pública central en su total conjunto y hacer lo propio con la Administración Pública descentralizada.


La Universidad de Costa Rica, al igual que las otras Universidades públicas, es de naturaleza estatal.
 Pertenece al Estado costarricense, pero no forma parte del Gobierno central, ni tampoco —como se ha visto— del sector público descentralizado. Pertenece al Estado costarricense, pero en una forma diferente a como también pertenecen a él las instituciones o personas privadas. 


Al conformarse la distribución del poder público y al establecerse la asignación de funciones y competencias en la Constitución Política, se dio origen al Gobierno central y, al mismo tiempo, se le otorgó un rango especial a la Universidad de Costa Rica. Al disponerse que es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones y para darse su organización y gobierno propios,
 se le asignó determinada porción de la soberanía en forma exclusiva —para que en forma independiente se diese su organización propia y su gobierno propio— y, en forma excluyente, tales funciones no pudiesen ser ejercitadas por ningún órgano o ente ajeno a la propia Universidad de Costa Rica. Esta asignación fundamental de competencias y de funciones no provino de acto legislativo, ni de decisión gubernamental, sino —de modo directo y originario— del propio Poder constituyente.

La personalidad jurídica del Estado, como se ha analizado antes, puede estar referida a una noción genérica y amplia del Estado (elaborado sobre los supuestos del idealismo hegeliano) y que es utilizada en el seno de la comunidad de Estados. Pero también, desde el punto de vista del ordenamiento interno, surge la personalidad jurídica de uno de los elementos estatales: la administración pública.
 La personalidad jurídica corresponde al Estado en su integridad y no a cada uno de sus tres poderes. El Estado es considerado como una persona jurídica única que realiza múltiples funciones, una de las cuales es, precisamente, la de administrar.


El Estado, como persona jurídica, comprende los tres Poderes: legislativo, ejecutivo y judicial, que son distintos e independientes entre sí.
 Resulta muy significativo que en la Constitución Política se utilice el adjetivo “independiente” para calificar a cada uno de los tres Poderes del Gobierno, así como también al Tribunal Supremo de Elecciones, al menos en lo que se refiere al desempeño de su cometido.
 Los Poderes supremos, aunque independientes entre sí, no son entes con personalidad propia, sino órganos del Estado. El Tribunal Supremo de Elecciones no es un Poder, tampoco es ente propiamente dicho, ni se encuentra ubicado fuera del Estado-persona.
 Algo similar ocurre con la Contraloría General de la República a la que la Constitución dota de absoluta independencia en el desempeño de sus labores.
 Tanto el Tribunal, como la Contraloría, son órganos estatales. No son entes, no poseen personalidad jurídica propia.


Muy diferente es el carácter peculiar de la Universidad de Costa Rica, a la que la Constitución Política reconoce personería jurídica independiente y plena capacidad jurídica. Esta institución de cultura superior no es órgano constitucional, ni, mucho menos, un simple órgano con relevancia constitucional. La Universidad de Costa Rica no es mero órgano, ni forma parte del Estado. Es un ente público independiente, con rango constitucional. Existe una notable diferencia entre un órgano y un ente. La Universidad de Costa Rica —persona jurídica por disposición constitucional— se distingue y se diferencia del Estado.


 La Universidad de Costa Rica, la Universidad Nacional, el Instituto Tecnológico de Costa Rica y la Universidad Estatal a Distancia tienen una naturaleza jurídica peculiar, que no encuadra dentro de las nociones de institución descentralizada, de institución autónoma o de institución estatal, en el sentido que se les asigna usualmente. Esta diferenciación no obedece a un simple deseo de singularizar a las instituciones universitarias públicas, sino que responde a la realidad de su naturaleza jurídica, tal como se encuentra consagrada en el texto de la Constitución Política.

� Artículo 84 de la Constitución Política. Así quedó establecido desde el texto original de la Constitución Política de 1949.


� Artículo 1.


� Artículo 9. El párrafo final de este artículo, que hace referencia al Tribunal Supremo de Elecciones, fue adicionado por Ley número 5704 de 5 de junio de 1975.


� Artículo 84. Por Ley número 5697 de 9 de junio de 1975 fue adicionado este artículo para incluir a las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado y otorgarles la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica.


� Artículo 55. La mención expresa del Patronato Nacional de la Infancia consta desde el texto inicial de la Constitución Política.


� Artículos 73 y 177. La referencia expresa a la Caja Costarricense de Seguro Social, en ambos artículos, provino de la Ley número 2737 de 12 de mayo de 1961.


� Artículos 169, 170 y 174.


� Artículos 188 a 190.


� Artículo 85, posteriormente reformado por Ley número 5697 de 9 de junio de 1975.


� “Descentralización es… en rigor semántico, el acto partenogenético que da a luz una nueva persona jurídica desprendida de su matriz, que es, en este caso, el tronco gubernamental. La descentralización es mero acto, y no situación administrativa; es sólo una manera de nacer” Jiménez Nieto, Juan Ignacio, citado por Jiménez Castro, Wilburg, Génesis del Gobierno de Costa Rica 1821-1981 (Ed. Alma Mater, San José, 1986) II, p. 125.


� Jiménez Castro, op. cit., p. 127-129.


Antes de la reforma al artículo 188 de la Constitución Política, en el año 1968, la descentralización administrativa en Costa Rica incluía la potestad de gobierno de los entes autónomos y no solo su capacidad para administrarse independientemente. Por ello, elaboraban sus programas con total desvinculación del Poder Ejecutivo, que no podía dirigir ni controlar sus actividades. En el fondo late la idea de la descentralización como un instrumento de atomización del poder central, en garantía de la libertad del ciudadano. Por eso se ha dicho que de remedio político, nuestra descentralización ha pasado a ser cáncer administrativo. Así lo expresó don Eduardo Ortiz en la Presentación al texto titulado La descentralización administrativa del profesor Fernando Garrido Falla (Universidad de Costa Rica, 1967).


� Los planes nacionales de educación superior universitaria estatal son preparados por el “cuerpo encargado de la coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal” tomando en cuenta los lineamientos que establezca el Plan Nacional de Desarrollo vigente (artículo 85 de la Constitución Política, reformado por Ley 6580 de 18 de mayo de 1981). Este “tomar en cuenta” significa sencillamente “tener a la vista”, sin carácter vinculante alguno. Las Universidades públicas no están sujetas al Plan Nacional de Desarrollo aunque, desde luego, podrán colaborar en aquello que resulte compatible con su misión propia.


� Se puede afirmar que, conforme a su Ley Orgánica, inicialmente la Universidad de Costa Rica sí tenía rango y naturaleza de institución autónoma e incluso de institución descentralizada, aunque esta última noción fuera poco utilizada en esa época. La Asamblea Legislativa, por medio de una ley, estaba otorgando tales características a la institución universitaria. Pero este régimen jurídico varió radicalmente como consecuencia de la incorporación de la Universidad de Costa Rica al texto expreso de las normas constitucionales de 1949.


� Existe una diferencia esencial entre la descentralización administrativa proveniente de una ley formal, emanada de la Asamblea Legislativa y la naturaleza independiente respecto del Gobierno de la República otorgada por la Asamblea Nacional Constituyente a la Universidad de Costa Rica. Esta independencia no puede quedar subsumida en la simple descentralización administrativa, ni en la mera consideración de la relativa autonomía de algunas instituciones. 


� Artículo 84, reformado por ley 5697 de 9 de junio de 1975.


� Dispone el artículo 73 de la Constitución Política que “… La administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social…” No afirma que esta institución autónoma tenga plena independencia administrativa y de gobierno, sino solo que la administración y gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de esta institución. El artículo 55 establece que “La protección especial de la madre y del menor estará a cargo de una institución autónoma denominada Patronato Nacional de la Infancia…”


� Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, número 17 de 22 de octubre de 1943.


� Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia, número 7648 de 9 de diciembre de 1996. Puede mencionarse que esta institución tuvo su origen, anteriormente, en la Ley número 39 de 15 de agosto de 1930, Ley de Creación del Patronato Nacional de la Infancia.


� Esta Ley quedó derogada tácitamente por el artículo 84 de la Constitución Política de 1949. Ver el comentario respectivo en el Sistema Nacional de Legislación Vigente, en la página web de la Procuraduría General de la República (� HYPERLINK "http://www.pgr.go.cr/Scij/" ��http://www.pgr.go.cr/Scij/�). El artículo 197 de la Constitución Política indica que entrará en plena vigencia el 8 de noviembre de 1949 y deroga las anteriores y que “…se mantiene en vigor el ordenamiento jurídico existente, mientras no sea modificado o derogado por los órganos competentes del Poder Público, o no quede derogado expresa o tácitamente por la presente Constitución”. La regulación constitucional de la Universidad de Costa Rica vino a derogar implícitamente la Ley Orgánica de 1940.


� El artículo 4 de la ley número 362 del 26 de agosto de 1940 establecía lo siguiente:


“La Universidad será autónoma y gozará de capacidad jurídica plena para adquirir derechos y contraer obligaciones. Será de su incumbencia exclusiva, por consiguiente, adoptar programas y planes de estudio, nombrar personas docente y administrativo, otorgar grados académicos y títulos profesionales, disponer de su patrimonio y dictar los reglamentos necesarios para el gobierno de sus escuelas y servicios, todo de acuerdo con las leyes que la rijan”. 


Poco después de promulgada esta Ley, se agregó a este artículo el siguiente párrafo, por Decreto del Congreso Constitucional número 17 del 25 de octubre de 1940: “Sin embargo, mientras no se hayan establecido Escuelas de Medicina, Cirugía Dental e Ingeniería, los respectivos Colegios, antes llamados Facultades, quedan autorizados para otorgar grados académicos y títulos profesionales, de acuerdo con sus respectivas Leyes Orgánicas”.  


El artículo 426 del Código de Educación, ley 181 de 18 de agosto de 1944, ya había reiterado lo estipulado por la Ley Orgánica de la Universidad de Costa Rica en cuanto a que “La Universidad será autónoma y gozará de capacidad jurídica plena para adquirir derechos y contraer obligaciones…” Esta disposición legal también quedó derogada implícitamente como consecuencia de lo dispuesto por el artículo 84 de la Constitución Política.


� Artículo 5.


� Artículo 25.


� Artículo 25, párrafo tercero. De esta norma —derogada— no es posible deducir deber legal alguno de la Universidad de Costa Rica para obtener refrendo de la Contraloría General de la República para contraer obligaciones.


� Código de Educación, ley 181 de 18 de agosto de 1944. Artículo 426: La Universidad será autónoma y gozará de capacidad jurídica plena para adquirir derechos y contraer obligaciones. Será de su incumbencia exclusiva, por consiguiente, adoptar programas y planes de estudio, nombrar personal docente y administrativo, otorgar grados académico y títulos profesionales, disponer de su patrimonio y dictar los reglamentos necesarios para el gobierno de sus escuelas y servicios, todo de acuerdo con las leyes que la rijan. Sin embargo, mientras no se haya establecido la Escuela de Medicina, el Colegio de Médicos y Cirujanos puede otorgar grados académicos y títulos profesionales, de acuerdo con su respectiva ley orgánica. 


� Artículo 84 de la Constitución Política.


� Ley número 8131 de 18 de setiembre de 2001.


� En el inciso a) del artículo 21 de esta misma Ley se establece que las Universidades estatales, las Municipalidades y la Caja Costarricense de Seguro Social no están sujetas a los lineamientos de la Autoridad Presupuestaria, diferencia conceptual que refuerza aún más la separación y distinción entre instituciones descentralizadas y universidades públicas.


La obligación de brindar información pertinente no significa, desde ningún punto de vista, que las Universidades públicas dependan de algún modo del Ministerio de Hacienda, ni del Ministerio de Planificación.


� Sala Constitucional, resolución número 7379-1999 de 10:36 horas del 24 de setiembre de 1999.


� Cfr. Jiménez Castro, op. cit. p. 132.


� Ley número 7428 de 26 de agosto de 1994.


� García de Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás-Ramón, Curso de Derecho Administrativo (7ª ed., Ed. Cívitas, Madrid, 1995) tomo I, p. 356.


� Anteriormente, la planificación de los entes menores no era imperativa. La Ley de Planificación Nº 3087 de 31 de enero de 1963 establecía un sistema de adscripción voluntaria de los Ministerios, Instituciones Autónomas, Semiautónomas y Municipalidades, al sistema de planificación. Dicha Ley fue modificada por la Nº 5525 de 2 de mayo de 1974 que obliga a los Ministerios, instituciones descentralizadas y entidades públicas locales y regionales a sujetarse a los programas de inversión pública diseñados por al Ministerio de Planificación Nacional. Cfr. Ortiz, Eduardo, Tesis de Derecho Administrativo (Ed. Stradtmann, San José, 2002) p. 359.


� Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, número 1644 de 26 de setiembre de 1953


� El Banco Anglo Costarricense, institución autónoma, fue eliminado por Ley 7471 de 20 de diciembre de 1994.


� Cfr. artículos 73 y 55 de la Constitución Política.


� Artículo 188 de la Constitución Política, reformado por ley 4123 de 31 de mayo de 1968. Esta norma se está refiriendo a las instituciones autónomas como tales, no a las otras instituciones autónomas que no sean la Universidad de Costa Rica, porque —como se ha señalado— ésta no es institución autónoma, en el sentido preciso al que se refiere este artículo de la Constitución.


� Artículo 109, 7).


� Artículo 111.


� Artículo 132, 5).


� Artículo 147, 4).


� Artículo 176.


� Artículo 182,


� Artículo 111.


� Artículo 176. Esta norma se refiere al presupuesto de la República, de las Municipalidades y de las instituciones autónomas. No alude a la Universidad de Costa Rica ni a otra institución de cultura superior.


� Artículo 182. Tiene como destinatarios esta norma: los Poderes del Estado, las Municipalidades y las instituciones autónomas. No la Universidad de Costa Rica, ni alguna otra institución de educación superior estatal.


� “Son instituciones autónomas: 1) La banca central, los otros bancos del Estado y las Instituciones aseguradoras. 2) Los organismos de protección social a que se refiere el párrafo final del artículo 97. 3) Los ferrocarriles nacionales y las demás empresas de transporte de propiedad del Estado.5) Los organismos encargados del fomento de la producción y de la regulación de los precios. 6) Los organismos encargados de la regulación económica de las industrias del café, la caña de azúcar y de cualesquiera otras industrias nacionales. 7) Las empresas públicas de construcción de viviendas populares. 8) Las empresas públicas de explotación agrícola, industrial o de cualquier otro género. 9) Los demás organismos o empresas del Estado que una ley extraordinaria determine, por reunir las características señaladas en el artículo anterior, o porque a causa de su relación con alguna Institución Autónoma establecida o por establecerse, merezcan y requieran las garantías de la autonomía funcional y de la responsabilidad propia”. Cit. por Herrera Mora, Manuel Emilio, Las instituciones autónomas, Revista del Colegio de Abogados, año IX, abril de 1953, Nº 88, p. 132. Ver también el texto en Actas de la Asamblea Nacional Constituyente, Imprenta Nacional, 1953, tomo I, artículo 261, página 63.


� Herrera Mora, ibid. p. 132-133. En el proyecto de Constitución Política elaborado por la Comisión Redactora, que difiere del presentado a la Asamblea Nacional Constituyente por la Junta Fundadora de la Segunda República, se disponía en el artículo 262, 1) que “Los Directores serán nombrados por el Consejo de Gobierno, la Universidad de Costa Rica y los Colegios Profesionales cuya especialización se relacione directamente con la función respectiva…” Ver Revista del Colegio de Abogados, tomo III, Nº 36, diciembre de 1948, p. 440.


� Reformado por ley 4123 de 31 de mayo de 1968.


� Tampoco resultó afectada la Caja Costarricense de Seguro Social, porque el artículo 77 —que establece que la administración y el gobierno de los seguros sociales estará a cargo de esta institución autónoma—, permaneció sin alteraciones.


� Romero Pérez, J., Presentación, Revista de Ciencias Jurídicas (UCR, San José, 1976) Nº 30, p. 14.


� Ley 4646 del 20 de octubre de 1970.


� Determinadas funciones públicas pueden ser atribuidas a sujetos particulares, como sucede con la función notarial: el notariado público es la función pública ejercida privadamente (artículo 1º del Código Notarial, Ley No. 7764 de 17 de abril de 1998).


� El Banco Popular y de Desarrollo Comunal es una institución de Derecho Público no estatal, con personería jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía administrativa y funcional (artículo 2 de su Ley Orgánica, Nº 5435 de 29 de noviembre de 1973). 


Podría considerarse que las Municipalidades, por su parte, también fueran instituciones no estatales regidas por el Derecho público; sin embargo, el artículo 2 del Código Municipal las define así: “La municipalidad es una persona jurídica estatal con patrimonio propio y personalidad, y capacidad jurídica plenas para ejecutar todo tipo de actos y contratos necesarios para cumplir sus fines.” (ley número 7794 de 30 de abril de 1998).





� En unas palabras dichas poco después de haber estado en Costa Rica, Juan Pablo II expresó “… la universidad debe convertirse en el testimonio de la verdad y de la justicia, al reflejar la conciencia moral de una nación.” (Mensaje al mundo universitario, Guatemala, 7 de marzo de 1983).


� García de Enterría, op. cit., p. 28.


� El artículo 1º de la Ley General de la Administración Pública dispone que “La Administración Pública estará constituida por el Estado y los demás entes públicos, cada uno con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado”. 


� Artículo 26, b) de la Ley General de la Administración Pública.


� La naturaleza estatal de las Universidades públicas en Costa Rica está expresada en varios artículos de la Constitución Política: la educación pública comprende desde el ciclo preescolar hasta el universitario (artículo 77); a la educación estatal, incluida la superior, deberá destinarse determinado porcentaje del gasto público (artículo 78); se establece un régimen especial de independencia y plena capacidad jurídica para las instituciones de educación superior universitaria del Estado (artículo 84); el Estado dotará de patrimonio y rentas propios y mantendrá un fondo especial para el financiamiento de la educación superior estatal (artículo 85). 


� Artículo 84 de la Constitución Política.


� García de Enterría, op. cit., p. 28.


� Ibid p. 26.


� Artículo 9 de la Constitución Política.


� Artículo 99 de la Constitución Política.


� Cfr. Murillo, Mauro, El Tribunal Supremo de Elecciones, Derecho Constitucional Costarricense – Ensayos (Ed. Juricentro, San José, 1994), p. 343.


� El artículo 183 de la Constitución Política establece que “La Contraloría General de la República es una institución auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública; pero tiene absoluta independencia y administración en el desempeño de sus labores…”
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